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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECIFICAS DE PROCEDENCIA / SUBSIDIARIEDAD DE LA ACCIÓN 

ACCIÓN DE TUTELA – Causales generales y específicas de procedencia de la acción contra providencia judicial.

… Sobre ellas, en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-042/24 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.

SUBSIDIARIEDAD – Genera improcedencia de la acción.

… la parte actora no ha hecho uso de los medios judiciales que tiene a su disposición para revertir, en el curso ordinario del juicio lo que aquí califica como equivocado, pues dicha norma le otorga al juez la facultad de realizar la reducción de las medidas cautelares, si llegaré a concluir que la medida fue excesiva, y, en caso de una resolución desfavorable, interponer los recursos pertinentes. Lo anterior se traduce en que eligió iniciar este extraordinario mecanismo de manera prematura, en vez de acudir primero ante el funcionario que conoce del juicio ordinario. 
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ST2-0004-2025
Asunto

: Sentencia de Tutela en Segunda Instancia


Accionante

: Natalia García Sanz
Accionado

: Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira
Procedencia

: Juzgado Sexto Civil del Circuito de Pereira, R.

Radicación

: 66001-31-03-006-2024-00168-01 (4866)
Temas


: Subsidiariedad
Mag. sustanciador
: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Aprobada en sesión
:  8 del 20 de enero de 2025
veinte (20) de enero de dos mil veinticinco (2025)
Resuelve la Sala la impugnación elevada contra la sentencia del 21 de noviembre de 2024, proferida por el Juzgado Sexto Civil de Circuito de Pereira en esta acción de tutela formulada por Natalia García Sanz contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculadas Flor María Toro y la Gobernación del Departamento de Risaralda. 
1. ANTECEDENTES


1.1. De la demanda y anexos se extrae que, ante el juzgado accionado se está tramitando un proceso ejecutivo con radicado 660014003002-2024-01397-00, adelantado por Flor María Toro en su contra. 
Refirió que, dentro del proceso en mención, por providencia del 16 de octubre de 2024, se decretó el embargo del ciento por ciento de los honorarios que percibe como contratista de la Gobernación del Departamento de Risaralda. 
Manifestó que, esa decisión afecta de manera directa su derecho fundamental al mínimo vital, pues no cuenta con ingresos extras y atraviesa dificultades económicas.  
Solicitó, entonces, que se les ordene (i) al juzgado encausado reponer la providencia cuestionada, y (ii) a la Gobernación de Risaralda que se abstenga de dar aplicación a la medida cautelar de embargo, hasta que se emita una nueva decisión al respecto.

1.2. En primera instancia, se dio impulso a la acción con auto del 8 de noviembre de 2024.
 
1.3. El juzgado accionado remitió el enlace del proceso cuestionado e informó que revisado el correo electrónico del despacho no se encontró solicitud alguna presentada por la señora García Sanz.
Además, expresó que, “la accionante contaba con otro medio diferente a la acción constitucional, para solicitar ante este despacho la reducción de la medida cautelar para que se ajuste a los lineamientos de la Corte Constitucional, por lo tanto, no se cumple el requisito de subsidiaridad necesario para la prosperidad de la acción constitucional impetrada”.
Por último, planteó que no ha vulnerado los derechos fundamentales de la tutelante, puesto que, la decisión cuestionada se ajusta a derecho.

1.4. La Gobernación de Risaralda
 adujo, por una parte, que no ha vulnerado los derechos fundamentales de la accionante, dado que, su actuar obedece estrictamente al cumplimiento de la medida ordenada por el despacho encausado, la cual fue comunicada mediante oficio 1298. Y por otro, aseguró que el mínimo vital de su contratista no se ha visto afectado, pues generó una orden de pago dirigida al Juzgado Segundo Civil Municipal local por la suma de $1.187.236, y, otra a favor de la accionante por valor de $1.300.000, pago que fue consignado de manera exitosa a su cuenta bancaria. 
1.6. Sobrevino el fallo de primera instancia que declaró improcedente el amparo, comoquiera que la accionante no hizo uso de los mecanismos judiciales que tiene a su disposición para lograr su cometido
. 
1.7. Impugnó la actora, pues insiste en que actualmente se le está vulnerando su derecho fundamental al mínimo vital. 

Mencionó que, contrario a lo que consideró el juzgado de primer grado, a pesar de que la Gobernación de Risaralda le consignó el valor de un salario mínimo, acogiéndose a los mandatos legales, lo cierto, es que ese monto no cubre sus necesidades mínimas de vida, pues cuenta con la obligación de proveer su hogar que se encuentra conformado por cuatro personas, además, debe asumir el pago de su seguridad social. 
2. Consideraciones
2.1. La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos. 
Acude en esta oportunidad el accionante para la protección de su derecho fundamental al mínimo vital, presuntamente vulnerado por la autoridad accionada que decretó como medida cautelar el embargo del 100% de los honorarios que percibe como contratista de la Gobernación del Departamento de Risaralda.  
2.2. Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la improcedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan hoy, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones.

Sobre ellas, en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-042/24 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 
2.3. Sobre los requisitos de procedencia de la presente acción, se tiene lo siguiente:  

Se cumple con la legitimación por activa, porque la accionante es demandada en el proceso que cuestiona y sucede lo mismo por pasiva porque el juzgado encausado conoce del caso.
La inmediatez está satisfecha, comoquiera que la decisión que se pretende derruir data del 16 de octubre de 2024
, y esta tutela se formuló, con prontitud, el 08 
de noviembre de 2024. 

2.4. Sin embargo, para esta magistratura es patente que se incumple la subsidiariedad, es decir, que antes de acudir a este sendero, propusiera, sin resultados favorables, los mecanismos ordinarios de defensa que tenía a su alcance. 

En el caso concreto, revisado el expediente que remitió el citado funcionario, se aprecia que la accionante no ha formulado ninguna petición al juzgado tendiente a que, como aquí exige, se realice una reducción del porcentaje embargado de sus honorarios. 
Resulta necesario traer a colación lo dispuesto por el artículo 318 del Código General del Proceso, el cual reza:

“ARTÍCULO 600. REDUCCIÓN DE EMBARGOS. En cualquier estado del proceso una vez consumados los embargos y secuestros, y antes de que se fije fecha para remate, el juez, a solicitud de parte o de oficio, cuando con fundamento en los documentos señalados en el cuarto inciso del artículo anterior considere que las medidas cautelares son excesivas, requerirá al ejecutante para que en el término de cinco (5) días, manifieste de cuáles de ellas prescinde o rinda las explicaciones a que haya lugar. Si el valor de alguno o algunos de los bienes supera el doble del crédito, sus intereses y las costas prudencialmente calculadas, decretará el desembargo de los demás, a menos que estos sean objeto de hipoteca o prenda* que garantice el crédito cobrado, o se perjudique el valor o la venalidad de los bienes embargados.

Cuando exista embargo de remanente el juez deberá poner los bienes desembargados a disposición del proceso en que haya sido decretado”.
Sobre el particular, ha dicho la Corte Constitucional en Sentencia T 725 de 2014, que:
(….) Según lo estipulado en el artículo 600 del Código General del Proceso, la reducción del embargo puede ser solicitada ante el juez en cualquier momento del proceso después de la consumación de la medida cautelar, siendo procedentes, a su vez, los recursos de reposición y apelación contra el auto que resuelva la mencionada solicitud en los términos del artículo 318 y el numeral 8º del artículo 321 del mismo Código.
(…) 
Así mismo, no agotó todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial que se encontraban a su alcance cuando interpuso la acción de tutela. A saber, aquel consagrado en el artículo 600 del Código General del Proceso, el cual señala que la reducción del embargo puede ser solicitada ante el juez en cualquier momento del proceso después de la consumación de la medida cautelar. Adicionalmente, la Sala considera que la acción de tutela es, así mismo, improcedente porque no existe un perjuicio irremediable. Si bien se entrevé una afectación actual y grave al derecho fundamental al mínimo vital del actor (situación que exige la toma de medidas urgentes), la acción de tutela no es un mecanismo impostergable pues los medios judiciales ordinarios actualmente disponibles en la jurisdicción civil son igualmente efectivos e idóneos para evitar la prolongación del daño descrito”
De lo anterior, se desprende que la parte actora no ha hecho uso de los medios judiciales que tiene a su disposición para revertir, en el curso ordinario del juicio lo que aquí califica como equivocado, pues dicha norma le otorga al juez la facultad de realizar la reducción de las medidas cautelares, si llegaré a concluir que la medida fue excesiva, y, en caso de una resolución desfavorable, interponer los recursos pertinentes. 
Lo anterior se traduce en que eligió iniciar este extraordinario mecanismo de manera prematura, en vez de acudir primero ante el funcionario que conoce del juicio ordinario. 
Ahora bien, menciona la accionante que su derecho al mínimo vital está siendo vulnerado por la autoridad accionada, sin embargo, es preciso advertir que, para esta Sala es inexistente la vulneración, pues como quedó demostrado dentro del plenario la Gobernación de Risaralda ejecutó la orden de pago garantizando el derecho al mínimo vital de la señora García Sanz, a quien le giró un monto equivalente a la suma de un salario mínimo. 
En definitiva, es patente lo prematura que sería la intervención de la jurisdicción constitucional en el presente asunto, pues no se advierte una urgente intervención de un juez de tutela. 

Por lo expuesto, se confirmará la sentencia impugnada, en la que se declaró improcedente el amparo. 
3. DECISIÓN
Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia impugnada. 

Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CARLOS MAURICIO GARCÍA BARAJAS
DUBERNEY GRISALES HERRERA   
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